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UNA EVALUACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ESTABILIZACIÓN 
PARA LA POBLACIÓN DESPLAZADA EN COLOMBIA – ESTIMACIÓN 










Los programas de generación de ingresos hacen parte de la política de ayuda hacia la población 
desplazada. La estimación de un modelo estructural de decisión con una muestra representativa 
de hogares colombianos desplazados de 2004, permite identificar que los beneficiarios reciben 
salarios mayores a los de los no participantes. Sin embargo, esto no es suficiente para igualar las 
condiciones que disfrutaban antes de la migración. Con la simulación de experimentos de 
política contrafactual, se concluye que los recursos del Estado se deben canalizar hacia la 
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Income generating programs have been developed by public and private organizations to aid 
displaced populations in mitigating the negative effects of a forced migration. This paper 
evaluates the earnings impact of these programs through the estimation of a structural choice 
model, with a 2004 representative sample of displaced households in Colombia. It is shown that 
people who participate would perceive higher wages when entering the receiving municipality’s 
labor market. However, this benefit is not enough to equate labor and living conditions enjoyed 
at the place of origin. With the simulation of counterfactual policy experiments, it is concluded 
that financial resources should be channeled to programs focused on capacity building and 
training, rather than directly increasing cash transfers. The former policy is not only more 
effective in improving the population’s wellbeing but in the amount of resources needed to carry 
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Las migraciones forzadas generan una pérdida sustancial en el bienestar de la población 
civil: caídas en el consumo e ingresos, pérdida de activos, restricciones de crédito, menores 
inversiones en educación, entre otros. Tal es el caso en Colombia, en donde el desplazamiento 
forzado, como consecuencia del conflicto armado interno, ha ocasionado pérdidas para la 
sociedad y para la población afectada. Las cifras más conservadoras muestran que el número de 
víctimas se ha incrementado significativamente en los últimos cinco años. Mientras que en 2002 
se contabilizaban 365,961 personas en el Registro Único de Población Desplazada (RUPD), en 
2008 la cifra asciende a 2,2 millones de personas que equivalen al 5.2 por ciento de la población 
colombiana
1. Estas personas sufren una caída del 40 por ciento en su consumo agregado, 
mientras que el ingreso laboral se reduce en 56 por ciento
2. Ibáñez y Moya (2006) encuentran 
que las condiciones de vida que la población desplazada enfrenta en su lugar de recepción son, 
en muchos casos, peores a las de los hogares pobres e inclusive indigentes urbanos. 
 
La población desplazada en Colombia, además de sufrir un choque que desestabiliza sus 
condiciones iniciales de bienestar, tiene un perfil que exacerba los efectos negativos de la 
migración. Un poco más del 72 por ciento de la población desplazada son mujeres, niños 
menores de 15 años y adultos mayores de 65 años, su nivel educativo no supera la secundaria y 
predominan las personas que sólo completaron primaria. Por último, una parte significativa de 
los hogares tienen jefatura femenina como consecuencia de la pérdida del cónyuge en el lugar de 
origen
3. En conjunto, estas condiciones aumentan la vulnerabilidad de las personas desplazadas y 
justifican la atención especial que los gobiernos, entidades no gubernamentales, organismos 
internacionales y la academia han prestado al tema en los últimos años.  
 
La implementación de programas para la prevención, asistencia inmediata de la población 
desplazada y estabilización socioeconómica, hacen parte del plan integral que el Estado 
colombiano ha puesto a disposición de los afectados por las migraciones involuntarias. La 
estabilización socioeconómica, en particular, tiene como objetivo ayudar a la población 
                                                 
1 Red de Solidaridad Social al 30 de octubre de 2007 
2 Ibáñez y Moya, 2006 
3 Cifras de la Red de Solidaridad Social al 30 de octubre de 2007 4 
 
desplazada a recobrar su capacidad productiva, para que ellos puedan satisfacer de manera 
autónoma sus necesidades básicas de alimentación, vivienda, salud y educación. Pese a la 
atención que ha recibido la población en condición de desplazamiento por su vulnerabilidad, la 
mitigación de las pérdidas de bienestar ocasionadas por este choque constituye uno de los 
principales retos de la política actual del gobierno colombiano. En particular, porque los 
programas actuales de estabilización económica y generación de ingresos parecen no funcionar 
efectivamente (Ibáñez, 2008). En consecuencia la evaluación de este tipo de políticas y sobre 
todo, las que hacen parte de la estabilización socioeconómica como programas de acceso a 
vivienda, generación de ingresos, entre otros, es fundamental para determinar si los recursos se 
han manejado de manera eficiente o, si por el contrario, es necesario replantear las estrategias de 
ayuda del Estado y otras organizaciones no gubernamentales. 
 
El objetivo de este trabajo es identificar el efecto que los programas de estabilización han 
tenido sobre los salarios devengados y la participación en el mercado laboral de la población 
desplazada en el municipio receptor. Para alcanzarlo, se estimará un modelo estructural en el 
cual el individuo determina qué tipo de actividad laboral realiza en el municipio receptor y si 
participa o no en los programas de generación de ingresos. En caso que haya una participación, 
se intentará identificar si existe un efecto sobre los salarios de los beneficiaros y si el hecho de 
haber adquirido una mayor habilidad laboral o un microcrédito, influye en las decisiones de 
actividad laboral. Por último, se utilizan los estimadores del modelo estructural para simular 
varios experimentos de política contrafactual -tales como modificaciones a los programas 
actuales o complementos con otro tipo de ayuda- , con el fin de determinar si existe una 
alternativa a las políticas actuales que mejore, en mayor medida, el bienestar de la población 
desplazada. 
 
En particular, se pretende evaluar si el programa de generación de ingresos que financia 
USAID ha logrado mitigar la caída en los salarios de la población que escoge participar en éste 
tras la migración forzada. La estimación del modelo con una muestra representativa de hogares 
desplazados del 2004 indica que los beneficiarios del programa derivan salarios de 
aproximadamente 17.5 por ciento más altos que los que no lo hacen. Sin embargo, esto no es 5 
 
suficiente para igualar las condiciones del municipio de origen y cumplir con los mandatos de la 
ley 387 de 1997.  
 
El documento está compuesto por ocho secciones. La segunda sección se enfoca en la 
revisión de la literatura concerniente al efecto de las migraciones forzosas y los programas de 
generación de ingresos. La situación de los desplazados en Colombia se describe en la sección 
tres. En la cuarta se discute la estrategia econométrica y en la quinta se describen los datos que se 
utilizarán en el estudio. Los resultados y los experimentos de política se presentan en las 
secciones seis y siete respectivamente. Por último, las conclusiones y recomendaciones de 
política se discuten en la octava sección. 
 
Revisión de Literatura  
 
Las migraciones forzadas desencadenan una pérdida sustancial en el bienestar de la 
población civil víctima del fenómeno. La caída en los ingresos, los activos perdidos en el 
proceso de migración, la desigualdad de oportunidades frente a la población receptora y al lugar 
de origen, la discriminación y la pérdida de redes sociales, se presentan independientemente de si 
la migración se debió a un conflicto, a una guerra o a una catástrofe natural (Wood, 1994). El 
impacto negativo de las migraciones se acentúa cuando la población afectada no tiene una 
dotación significativa de activos, su capital humano es bajo y sus ingresos son limitados. Bajo 
estas condiciones, se dificulta la suavización de choques negativos al ingreso, trabajo y consumo 
que se derivan de un desplazamiento forzado.  
 
El primer impacto sobre la población que migra forzosamente es el abandono de los 
activos productivos en el lugar de origen, que generalmente constituyen tierras. Esto debilita la 
capacidad de los hogares de generar ingresos en el corto y largo plazo, lo cual provoca una caída 
inmediata en sus ingresos. Segundo, la falta de activos o garantías limita el acceso a los 
mecanismos de crédito formal e informal (Little et al, 2006). Sin esto, los hogares no tienen 
como adquirir recursos monetarios que les permita adelantar actividades productivas en su lugar 
de recepción y así, suavizar su consumo ante el choque negativo que recibieron en sus ingresos a 
causa de la migración forzada. Asimismo, las restricciones de crédito limitan la inversión en 6 
 
educación y capacitación, que permiten la vinculación a trabajos con mayores requerimientos de 
capital humano y, por ende, mejor remunerados (Banerjee y Newman, 1993). 
 
Por lo general, una migración forzada implica un cambio de actividad productiva para el 
individuo en esa situación. En muchos lugares de recepción, las habilidades y experiencia laboral 
de una persona, adecuadas, por ejemplo, para áreas rurales pero no para las urbanas, no son 
demandadas. Por lo tanto, se generan unos costos que repercuten sobre el bienestar del individuo. 
Por un lado, el cambio de ocupación laboral entre periodos implica una depreciación del capital 
humano. Por otro, existe un costo asociado a la búsqueda de trabajo en una ocupación en la cual 
no se tiene experiencia o, al hecho de no trabajar en esa misma actividad en el periodo anterior 
(Keane y Wolpin, 1997; Lee, 2002). Keane y Wolpin (1997) y Puentes (2007) muestran que 
existe evidencia de persistencia ocupacional y baja movilidad entre sectores laborales, sobretodo 
para poblaciones con bajos niveles de educación. Estos costos se profundizan en la medida en 
que las víctimas del desplazamiento sufren cambios de manera radical y la adaptación, con bajos 
niveles de capital humano, se debe hacer en una nueva ciudad con un ambiente desconocido. 
 
La caída en los ingresos que sufre la población desplazada y la dificultad para adaptarse a 
sus nuevas condiciones de vida, lleva a que los hogares adopten estrategias de supervivencia 
costosas (Brück, 2004, Jacoby and Skoufias, 1997). Entre ellas, la reducción del consumo 
presente para la protección de activos (Carter and Barret, 2006; Hoddinott, 2006; Barret et al, 
2004; Zimmermann and Carter, 2003) o la venta de activos productivos (Corbett, 1988). De igual 
manera, pueden reducir la inversión en educación, la asistencia escolar (Jacoby y Skoufias, 1997; 
Baez y Santos, 2006) y el gasto en alimentación. Estas estrategias tienen un impacto negativo en 
el corto y largo plazo, lo cual intensifica su vulnerabilidad. En la mayoría de los casos, estas 
personas no pueden adaptarse a su nueva vida sin la ayuda de un tercero, ya sea estatal, 
internacional o entidades no gubernamentales. Por lo tanto, dependen de los programas, 
soluciones y recursos que éstos ponen a su disposición (Ibáñez y Moya, 2006). 
 
Los gobiernos y organismos internacionales han desarrollado diferentes estrategias para 
tratar los problemas de las migraciones forzadas y mitigar los efectos negativos de éstas. Aunque 
la mayoría se han enfocado en las migraciones entre países, es decir para los refugiados, las 7 
 
mismas se pueden ajustar a las poblaciones que se desplazan dentro de las fronteras de un país. 
Existen tres caminos para asistir a la población objetivo, una vez se satisfacen las necesidades 
básicas de supervivencia, y que en teoría disminuyen la vulnerabilidad y dependencia de ésta 
hacia las entidades competentes (UNHCR, 2006). Primero la repatriación o retorno a los lugares 
de origen constituyen las medidas tradicionales que se han promulgado a lo largo de la historia, 
ya que los individuos vuelven a lo que conocen. En segundo y tercer lugar se encuentran la 
integración al lugar de recepción a través de la autosuficiencia del individuo y la reubicación en 
un tercer país o zona alterna (UNHCR, 2006, Goetz, 2003). Pese a la conveniencia de éstas 
alternativas, hasta el momento no se ha encontrado ningún proyecto exitoso que haya logrado la 
estabilización plena de esta población.  
 
Hasta el momento, no se ha definido cual es la mejor estrategia para tratar a las víctimas 
de las migraciones forzadas. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR/UNHCR) concluye que no existe una única solución y que es deseable complementar 
los tres tipos de estrategias que existen en la actualidad.
4 Goetz (2003) concluye que el éxito de 
los programas de ayuda se basa en la identificación que se haga del perfil de las víctimas y sus 
necesidades
5. Por otro lado, si la estrategia adoptada es la de integración a la comunidad 
receptora y autosuficiencia, se deben enviar señales de permanencia a las víctimas. Por ejemplo, 
es importante proporcionar una infraestructura estable y adecuada
6 desde el momento de la 
llegada. Por último, las estrategias deben ser viables económicamente y garantizar que la 
población no sólo obtenga rentas para su supervivencia.  
 
En particular, una de las respuestas de los gobiernos para contrarrestar la pérdida de 
bienestar sufrida por la población obligada a migrar ha sido la creación de programas que les 
permita aumentar su capacidad productiva. Ello con el fin de proporcionar unas bases que en un 
mediano plazo logren reducir la dependencia estatal de la población vulnerable e integrarla 
nuevamente a la sociedad. Dichos programas incluyen capacitación a través de entrenamientos 
                                                 
4 Por ejemplo, si se decide por la repatriación, es importante restituir la integración en el lugar de origen y 
proporcionar un marco estable y adecuado para el establecimiento y consolidación de la paz. 
5 Parte del fracaso de los programas que se implementaron en Ruanda, se debió a que la estrategia se basó en el 
desarrollo de la auto-suficiencia de la población a través de estrategias agrícolas. Sin embargo, la población objetivo 
tenía un perfil aristócrata y no habían desarrollado habilidades para la agricultura. 
6 Infraestructura como vivienda, servicios públicos, acceso a educación y salud.  8 
 
educativos a corto plazo, acceso a microcréditos individuales, otorgamiento de créditos a grupos, 
asistencia en la búsqueda de empleo y subsidios directos de comida y vivienda. 
 
El impacto de los programas no es claro ya que no existe una gran cantidad de estudios 
por la falta de datos y la dificultad para conseguirlos. De igual manera, las evaluaciones que se 
han realizado han arrojado resultados contradictorios respecto a su efectividad. En términos 
generales, LaLonde, (1995) concluye que los programas son tan efectivos como los recursos que 
se invierten en ellos. Por ejemplo, una inversión modesta de recursos arroja resultados modestos, 
cuando la magnitud de un problema es considerablemente alta. Asimismo, una diversidad de 
estudios indica que los resultados no son iguales entre distintos grupos de la población. Sin 
embargo, se han encontrado consistencias frente a los segmentos de la sociedad que más se 
benefician. Entre ellos se encuentran las mujeres cabeza de familia, las poblaciones más jóvenes 
o los hogares con un nivel educativo más alto (LaLonde, 1995). 
 
La efectividad de los programas enfocados en la capacitación y el incremento de las 
habilidades laborales de la población objetivo no es homogénea. Por un lado, hay quienes 
argumentan que los programas de capacitación de corto plazo para las poblaciones vulnerables 
no generan mayores beneficios o incrementos persistentes en los ingresos (Leigh, 1990; 
Heckman 1993; Ibáñez, 2008). En particular, Heckman (1993) muestra que los programas de 
entrenamiento para jóvenes estadounidenses durante el verano no influyen positivamente en las 
tasas de empleo o en la asistencia escolar futura en comparación a lo observado para jóvenes que 
no participaron. Asimismo, LaLonde (1995) concluye que los programas de capacitación que 
existen en Estados Unidos no son efectivos para integrar a la mayor parte de sus beneficiarios en 
actividades económicas o para disminuir su dependencia en la ayuda estatal. 
 
Por otro lado, estos mismos autores han mostrado que existe una población para la cual 
los programas aportan beneficios significativos y es importante que los gobiernos continúen con 
actividades similares. En particular, las mujeres cabeza de familia y los hombres más jóvenes son 
los mayores beneficiarios de este tipo de políticas.  Sin embargo, la magnitud de los beneficios 
obtenidos depende en gran medida de los recursos invertidos y de los tipos de cursos que se 9 
 
ofrecen. Aunque éstos son en cantidad modestos
7, logran ser persistentes en el tiempo (Moffit, 
2002). Por ejemplo, Jacobson et. al (2001) muestran que las personas que se ven obligadas a 
cambiar de actividad laboral aumentan sus ingresos en el largo plazo si toman cursos en ciencias 
y matemáticas
8. No obstante, la evidencia muestra que estos incrementos no se dan por un mayor 
salario sino porque los cursos permiten aumentar las horas trabajadas. En contraste, los jóvenes 
estadounidenses han obtenido efectos positivos en sus salarios reales tras la participación en el 
programa intensivo y personalizado en entrenamiento, Job Corps
9 (Lee, 2005; Heckman, 1993). 
Es importante resaltar, que éste es uno de los programas más costosos y con mayor inversión per 
cápita por beneficiario que existe en Estados Unidos. En la misma dirección, Bartel (1991) 
muestra que la productividad de los trabajadores y las empresas estadounidenses aumenta 
significativamente, en la medida en que se desarrollan programas de capacitación para los 
empleados. Pese a los efectos positivos sobre el bienestar de la población vulnerable, ninguno de 
estos programas ha sido efectivo para sacar a los hogares de la pobreza. 
 
La evidencia sobre el efecto de los programas de entrenamiento en los salarios vitalicios 
de los beneficiarios es escaza y ambigua, por lo que no se puede generalizar sobre el efecto en el 
bienestar de la población vulnerable. Sin embargo, algunos autores han identificado la existencia 
de beneficios para la sociedad que justifican el desarrollo de mecanismos, por parte de los 
gobiernos, para ayudar a los sectores y grupos que más lo necesiten (LaLonde, 1995, Heckman, 
1993). Entre ellos se incluyen, reducciones en las tasas de crimen, menor dependencia en los 
programas de seguridad social y la disminución en embarazos de adolescentes, entre otros. 
 
Por otro lado, tampoco es claro que otras alternativas que se han puesto en práctica para 
ayudar a la sociedad sean efectivas para reducir los indicadores de pobreza y aumentar el 
bienestar. Tal es el caso de los programas de microcréditos, que tienen como objetivo prestarle a 
un beneficiario o a un grupo de personas un monto de dinero mínimo, sin necesidad de garantías 
o colaterales que en muchos casos no poseen. La justificación de este tipo de procedimientos no 
                                                 
7 En los programas estadounidenses los beneficios alcanzan un máximo de $500 dólares por año. Si se compara con 
los costos, que asimismo son modestos, los programas resultan ser costo-efectivos.  
8 Completar un crédito de cursos cualitativos aumenta el salario de hombres y mujeres en $16 dólares. Un año de 
educación en este tipo de programas lo hace en $700 cada trimestre (Jacobson, et.al 2001). 
9 En el programa Job Corps se proporcionan 1000 horas de entrenamiento, que equivalen a 1 año de educación. Los 
retornos a los salarios oscilan entre 2% y 10%.  10 
 
sólo se basa en el argumento teórico que las imperfecciones en los mercados de crédito reducen 
la eficiencia y la equidad de la sociedad
10, sino en que los proyectos pilotos que se han realizado 
a nivel mundial han mostrado que el repago de las obligaciones por parte de los beneficiarios 
oscila entre 90 y 100 por ciento
11. Sin embargo, no se pueden derivar conclusiones contundentes 
frente a la efectividad, ya que no existen muchos estudios empíricos que confirmen la teoría y 
además, los que se han realizado, han arrojado resultados ambiguos (ver, por ejemplo, Wydick, 
1999, Coleman, 2002, Pitt y Khandker, 1998).  
 
El tener acceso a programas de crédito mejora algunos indicadores del bienestar de los 
hogares, tales como educación, oferta laboral, consumo total per cápita y la tenencia de activos 
en las mujeres (Wydick, 1999, Pitt y Khandker, 1998). A nivel individual se presenta un 
incremento en la capacidad productiva de los hogares. En consecuencia, se mejoran las 
capacidades de inversión de la sociedad y se reducen los niveles de pobreza (Hiatt y Woodworth, 
2006). Sin embargo, esto no necesariamente se traduce en una mejora de otros indicadores de 
bienestar, como el consumo per capita (Coleman, 2002; Ibáñez y Moya, 2006). En términos del 
efecto en educación, Wydick (1999) encuentra que el efecto total es ambiguo y que depende de 
las condiciones del mercado laboral de cada país, en donde se aplica el programa. Asimismo, 
existe evidencia que se presenta una correlación positiva entre el efecto del programa y las 
dotaciones iniciales de activos que posee el beneficiario (Coleman, 2002). Por lo tanto, los 
programas benefician, en últimas, no a la población más pobre.  
 
Pese a que se asocian algunos beneficios a los programas de capacitación o 
microcréditos, aún existe un interrogante en la literatura concerniente a la evaluación de este tipo 
de programas. ¿Por qué hogares e individuos con características iguales toman decisiones de 
participación diferentes, si el beneficio debería ser el mismo? Es decir, si existen dos hogares 
pobres por qué hay uno que decide participar en un programa de ayuda y el otro no. Una de las 
posibles explicaciones es que existen costos directos e indirectos asociados a la participación que 
difiere de acuerdo a las características individuales de cada persona. Por ejemplo, Moffit (1983) 
atribuye este comportamiento al estigma que se puede generar por el hecho de haber participado 
                                                 
10 Tomado de la revisión de la teoría que hace Wydick, 1999 
11 Cifras tomadas de Park y Ren, 2001 11 
 
en un programa. También los beneficios del programa pueden ser insuficientes para cubrir la 
desutilidad que puede generarse por realizar los trámites de inscripción. 
 
A pesar de la dificultad para evaluar los programas de ayuda para las poblaciones 
vulnerables, las pérdidas de bienestar y las precarias condiciones de vida a las que se enfrentan 
estas personas justifican los estudios que pretendan buscar soluciones para este problema.   
 
La situación de los desplazados en Colombia 
 
El número de víctimas desplazadas por la violencia en Colombia ha crecido 
significativamente durante los últimos diez años. Mientras que en 1997 la Red de Solidaridad 
Social (RSS) registraba 55,805 personas, este número asciende hoy en día a 2’224,931 
personas
12. La mayoría de los hogares desplazados subsisten por debajo de la línea de indigencia 
y son más pobres que los residentes habituales del municipio de recepción (CICR-PMA, 2007b). 
Aquellos en donde la jefatura la tienen o la asumieron las mujeres, se encuentran con una mayor 
pobreza relativa dado que en la mayoría de casos no cuentan con un cónyuge que aporte a los 
ingresos del hogar (CICR-PMA, 2007a). El bajo nivel educativo que presentan los miembros de 
estos hogares y el perfil laboral agrícola dificulta la adaptación al nuevo entorno, que por lo 
general son escenarios urbanos. La asistencia escolar después del desplazamiento es baja y los 
bajos ingresos devengados se destinan en gran medida a la compra de alimentos. Esto limita la 
inversión en actividades productivas, que en el largo plazo reduciría la extrema vulnerabilidad en 
que se encuentra la población desplazada. 
 
En respuesta al acelerado crecimiento de la población desplazada y sus precarias 
condiciones de vida, el Gobierno Nacional ha desarrollado un marco jurídico para la protección 
de sus derechos y para la restitución de las condiciones que disfrutaban antes del desplazamiento. 
La Ley 387 de 1997 enmarca la legislación y las medidas que se deben adoptar para la 
prevención del desplazamiento forzoso y la atención, protección, consolidación y estabilización 
socioeconómica de las víctimas. Reglamentada por diferentes decretos y directivas 
                                                 
12 Las cifras oficiales pueden ser inferiores a las reales, ya que no todos los desplazados se registran en el Sistema 
Único de Registro (SUR). 12 
 
presidenciales
13, la ley establece que el Estado debe garantizar programas de acceso a la tierra, 
créditos, capacitación, seguridad alimentaria, salud, vivienda, empleo, entre otros, con el fin de 
restituir las condiciones de vida en las que se encontraban estas personas antes del 
desplazamiento. Surge entonces el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población 
Desplazada (SNAIPD), conformado por distintas entidades públicas, privadas y comunitarias, 
que pretenden ofrecer un apoyo integral y soluciones duraderas a la población desplazada. 
 
La política del Estado se divide en tres grandes grupos, la prevención de situaciones de 
desplazamiento forzado, la atención humanitaria de emergencia y la estabilización 
socioeconómica de la población. El primero tiene como objetivo prevenir y superar las causas 
que ocasionan los desplazamientos involuntarios, a través de acciones como el fortalecimiento de 
la administración civil, la gobernabilidad, el fortalecimiento de instituciones democráticas, la 
recuperación de la confianza entre comunidades y autoridades, entre otros. El segundo grupo se 
enfoca en satisfacer las condiciones mínimas de supervivencia durante los tres meses posteriores 
al desplazamiento. Por último, la estabilización socioeconómica pretende generar condiciones 
económicas y sociales, con el fin de reincorporar a los desplazados en los procesos productivos y 
disminuir la dependencia hacia la ayuda del gobierno, a través de programas de generación de 
ingresos, asistencia escolar, adquisición de vivienda, acceso a salud, entre otros.  
 
La importancia que acarrea la política de estabilización socioeconómica para la población 
desplazada justifica el estudio detallado de los programas que la componen. En particular, los 
programas de generación de ingresos son de interés para este trabajo. Tanto entidades del 
gobierno, como organizaciones no gubernamentales se han enfocado en el desarrollo e 
implementación de estos programas. Aunque pueden diferir en algunas características, la 
mayoría de éstos incorporan dos componentes fundamentales, microcréditos y capacitación 
laboral.  El primero se basa en el desarrollo de proyectos productivos y el fomento de la 
microempresa. Entidades de la Banca de Oportunidades al igual que organizaciones 
internacionales tienen líneas de microcréditos que otorgan a un hogar desplazado o a un grupo de 
desplazados que presenten un proyecto productivo. Los montos otorgados inician en 25 salarios 
                                                 
13 Decreto 2862 de 2007, Decreto 1660 de 2007, Decreto 2675 de 2005, Decreto 2100 de 2005, Decreto 250 de 
2005, Decreto 2284 de 2003, Decreto 2131 de 2003, Decreto 2562 de 2001, Decreto 2007 de 2001, Decreto 951 de 
2001, Decreto 2569 de 2000 13 
 
mínimos y aumentan conforme el deudor cumple con sus obligaciones. Otra modalidad de 
fomento a la microempresa es a través del otorgamiento de incentivos monetarios no 
reembolsables para el fortalecimiento y mejoramiento productivo de las Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas (Mipymes). El Fondo Colombiano de Modernización y Desarrollo 
Tecnológico de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (Fomipyme) con las asociaciones u 
organizaciones de población desplazada otorga este tipo de ayuda
14.  
 
A través del segundo componente de los programas se pretende mejorar las habilidades 
de los beneficiarios y desarrollar competencias en una especialidad, de tal manera que puedan 
encaminar sus proyectos productivos o incorporarse al mercado laboral en el lugar de recepción. 
Entidades como el SENA o los programas financiados por USAID, ofrecen servicios de 
orientación ocupacional, formación técnica y empresarial y asesoría para el desarrollo de planes 
productivos. La capacitación la reciben todos los beneficiarios, independientemente del 
programa en el cual decidan participar. Antes de definir si se desarrolla un proyecto productivo o 
si el beneficiario opta por la vinculación laboral, todos los participantes inician un proceso de 
capacitación y asesoría grupal e individual para definir cuál es el programa que más se ajusta a 
su perfil. En promedio reciben una formación integral de 100 días hábiles en oficios 
semicalificados, como panadería, confección, artesanías, desarrollo empresarial, entre otros. 
 
El programa de generación de ingresos que se analizará es financiado por USAID y 
operado por Cooperative Housing Foundation (CHF), Fundación Panamericana para el 
Desarrollo (FUPAD) y Organización Internacional para las Migraciones (OIM) desde 2001
15. 
Éste inicia con una campaña de divulgación masiva entre los posibles candidatos que busca 
acercar a la mayor cantidad de población objetivo al programa ofrecido. Un hogar debe cumplir 
los siguientes requisitos para acceder al programa: se debe encontrar en condición de 
desplazamiento (debe ser verificable) y debe haber sido beneficiario de los programas de ayuda 
humanitaria de emergencia. Tienen prioridad aquellas personas que cuentan con una experiencia 
mínima de seis meses en actividades empresariales o en actividades productivas asociativas, sea 
                                                 
14 Manual de Operación Fomipyme 2007 
15 La descripción del programa financiado por USAID se basa en Ibáñez et.al. 2006c 14 
 
jefe de hogar con personas a cargo o en situación de discapacidad física, sea jefe de hogar mujer 
con personas a cargo, y tenga entre 18 y 25 años.  
 
La verificación de los requisitos se realiza a través de una visita de campo al lugar de 
residencia del hogar. Los beneficiarios preseleccionados deben asistir a programas de 
capacitación laboral y empresarial, en donde se afinan los proyectos productivos que cada uno 
presentará ante un Comité Técnico que realiza la selección final. El plan que se presenta ante el 
Comité incluye, entre otras cosas, nivel educativo, cursos de capacitación recibidos, experiencia 
laboral, destrezas, habilidades, limitaciones, obligaciones, el plan de inversiones, las necesidades 
de capacitación técnica, intercambios empresariales, asesorías y recursos para el capital de 
trabajo. Si el Comité aprueba el plan, el beneficiario recibe hasta 500 USD para el 
emprendimiento de su negocio. El incumplimiento de los compromisos pactados por el 
beneficiario al inicio del programa impide la participación del mismo en futuros proyectos.   
 
El grupo de políticas enfocadas en la estabilización socioeconómica es de vital 
importancia, ya que la reducción del número de desplazados en el país depende 
fundamentalmente de su éxito. Se considera que un desplazado deja de serlo en el momento en 
que “se logra la consolidación y estabilización socioeconómica, bien sea en su lugar de origen o 
en las zonas de reasentamiento”
16. Sin embargo, los resultados en esta materia han sido precarios 
y la fase de estabilización socioeconómica representa la gran debilidad de la política para la 
población desplazada. El Conpes
17 ha manifestado en varias oportunidades que los resultados no 
han sido satisfactorios, en la medida en que los procedimientos de acceso a los  programas son 
restrictivos para la población desplazada y no se contemplan criterios especiales para su ayuda. 
Asimismo, la ausencia de seguimiento y articulación son obstáculos para la política. La Corte 
Constitucional, por otro lado, señaló con la sentencia T-025 que “debido a la situación de 
desconocimiento masivo, generalizado y sistemático de los derechos constitucionales de la 
población desplazada por la violencia, y a las falencias estructurales de la respuesta estatal que 
comprometen varias entidades públicas” los desplazados viven en un “estado de cosas 
inconstitucional”. De ahí que el 57 por ciento de la población registrada como desplazada no 
                                                 
16 Ley 387 de 1997 
17 Conpes (1999) y Conpes 3115 de 2001 15 
 
haya recibido ayuda humanitaria de emergencia y que el 80.5 por ciento de la población no 
acceda a los programas de generación de ingresos
18. 
 
La puesta en marcha de la política para la población desplazada ha implicado una 
inversión sustancial por parte del gobierno. Mientras en 1995 se invirtieron $1,108 millones de 
pesos, la cifra se incrementó a $1.3 billones entre 2005 y 2006. De estos recursos, se estimó que 
el 15.8 por ciento se destinaron a acciones de estabilización socioeconómica (CONPES, 2005). 
De aquellos dirigidos al proyecto Programa Alianzas que desarrolló Acción Social con ayuda del 
Fondo Japonés para el Desarrollo Social y el Banco Mundial, se estima que cada beneficiario 
recibe por año 444.3 USD
19 (UTeC, 2007). Si se compara con la inversión per cápita que se ha 
realizado para la ejecución de la Ley de Justicia y Paz, se observa que los desplazados reciben 
menos atención monetaria que guerrilleros o paramilitares reinsertados que en 2002 recibían en 
promedio $12,000,000
20 por proyecto productivo (Pinto et.al. 2002). Pese al esfuerzo 
presupuestal, la Corte Constitucional considera que “los recursos asignados han sido de lejos 
insuficientes para obedecer los mandatos de la Ley 387 de 1997”
21. En respuesta a los mandatos 
de la Corte, se estableció en el Plan Nacional de Desarrollo para el periodo 2006-2010 que la 
inversión sería $4.1 billones en prevención, atención y estabilización de la población desplazada. 
 
A pesar de los esfuerzos realizados por el Gobierno, pese a que la ACNUR ha calificado 
la legislación actual como avanzada en la materia, la población desplazada continúa sin recibir la 
atención adecuada
22 y los resultados no han sido tan efectivos como lo esperado. Los programas, 
en especial los relacionados con la etapa de estabilización económica, son restrictivos para 
algunos segmentos de la población desplazada, no se han implementado completamente, los 
beneficios no se mantienen en el largo plazo y en muchos casos, los beneficiarios de programas 
de capacitación no logran vincularse al mercado laboral (Ibáñez, 2008; Ibáñez, 2006c).    
 
                                                 
18 Corte Constitucional – Sentencia T025 
19 El Proyecto Alianzas que se desarrolló entre 2002 y 2005 contó con Usd$3.529.079 recursos del Gobierno 
Nacional y del Banco Mundial. A esto se sumaron Usd$5.000.000 de recursos públicos y privados que se usaron 
para la ejecución de subproyectos. En total el proyecto contaba con Usd$8.529.079 y 4.799 beneficiarios. Esto 
equivale a una inversión per cápita de Usd$1,777 dólares en los cuatro años de duración  del proyecto. 
20 Esta cifra era más alta si el individuo entregaba armas. 
21 Corte Constitucional Sentencia T-025 




Las evaluaciones de los programas de ayuda a la población vulnerable se han hecho a 
través de experimentos, cuasi-experimentos, métodos de emparejamiento y simulaciones de 
modelos de elección. Estos últimos han cobrado una mayor importancia ya que permiten la 
estimación de modelos estructurales y, por tanto, la evaluación de políticas que no se reflejan en 
los datos históricos. Asimismo, se resuelve el problema de sesgo de selección y de endogeneidad 
que surge en la medida en que los individuos se auto-seleccionan para participar tanto en los 
programas de ayuda como en el mercado laboral. 
 
En esta sección se desarrollará un modelo estructural estático de elección que permite 
determinar conjuntamente la decisión de trabajo de una persona en condición de desplazamiento, 
su participación en los programas de estabilización y su ecuación de salarios. La población 
desplazada puede desempeñar diferentes actividades en el lugar de recepción, sin embargo, en el 
modelo se dividirán en tres grupos: trabajar en actividades agrícolas, trabajar en otras actividades 
(netamente urbanas) o no trabajar
23. Se adoptó esta división, ya que en los datos se observa que 
la mayoría de personas se dedicaban a actividades agrícolas en el lugar de origen y en el 
municipio de recepción esta tendencia no se mantiene. Asimismo, la mayor parte de las 
migraciones se dan de un lugar de residencia rural a uno urbano razón por la que es relevante la 
separación en estas categorías. Este cambio de contexto puede significar una depreciación en el 
capital humano y un costo que puede repercutir en el bienestar. Ajustarse a los mercados 
laborales urbanos puede ser difícil para esta población por el tipo de experiencia acumulada y los 
bajos niveles de educación que presentan al momento de la migración.  
 
Por otro lado, los beneficios que brindan los programas de generación de ingresos se 
dividirán en dos componentes y se incorporarán por dos vías diferentes en el modelo. El primero 
es una transferencia directa de un monto de dinero, que afecta exclusivamente la restricción de 
                                                 
23 Se asume que los individuos deciden no trabajar y no se tiene en cuenta el desempleo involuntario, ya que es un 
supuesto implícito en la literatura de modelos de elección discreta (ver por ejemplo: Heckman y Sedlacek, 1985, 
Keane y Wolpin, 1997, Keane y Moffit, 1998, Ueda, 2000).  La justificación del supuesto radica en que dentro del 
grupo de desempleados pueden existir individuos que rechazan ofertas de trabajo y por ende, toman la decisión de 
no trabajar y quienes no son identificables con las encuestas existentes. Dado que el desempleo para la población 
objetivo se encuentra alrededor de 18 por ciento, esto puede ser una limitación para el modelo planteado porque 
puede existir un sesgo en los parámetros estimados. 17 
 
presupuesto del individuo. Este elemento corresponde a los microcréditos y ayudas monetarias 
que se describen en la sección anterior. El segundo es un componente indirecto de capacitación 
que afecta los ingresos a través de la ecuación de salarios, por el aumento que significa en las 
habilidades permanentes de la persona. Este componente refleja el módulo de capacitación que 
se ofrece en el programa y que se describe en la sección anterior. Si la persona decide participar 
en el programa, recibirá los dos componentes, la transferencia en dinero y la capacitación. 
 
El individuo debe escoger entonces una combinación de alternativas. Por ejemplo 
participar en el programa de asistencia y trabajar en una actividad no agrícola o no participar en 
el programa de ayuda y trabajar en una actividad agrícola, tal que se maximice su función de 
utilidad sujeto a la restricción de presupuesto y a los beneficios que brindan los programas 
disponibles si participa en ellos. Se define una función de utilidad de acuerdo a los ingresos que 
devenga la población desplazada en el municipio de recepción, los costos de participación en los 
programas de ayuda y la desutilidad que representa para un individuo la decisión de trabajar. La 
estimación se hace a través de la maximización de la función logarítmica de verosimilitud, por 
medio de la simulación de las probabilidades de escogencia de cada alternativa.  
 
Modelo  
Un individuo i en situación de desplazamiento obtiene un ingreso (Y) que se descompone 
en tres partes: un ingreso que recibe por las actividades laborales que realiza en el municipio de 
recepción (W), de transferencias o ingresos no laborales (N) y de los beneficios monetarios que 
recibe por participar en los programas de estabilización socioeconómica (B). Este último lo 
recibe solo si el individuo decide participar en los programas de generación de ingresos 
dispuestos para la población desplazada. 






















El salario o ingreso laboral W  depende del tipo de actividad que el individuo decide 
realizar en el municipio receptor. En este modelo, el individuo escoge entre tres opciones m, 
trabajar en una de dos ocupaciones y no trabajar. Por un lado puede decidir trabajar en 
actividades agrícolas (a) o en actividades netamente urbanas (o), que incluyen cargos en los 18 
 
sectores de comercio, transporte, industria o servicios. En cada caso el individuo recibe una 
recompensa o salario wa y wo respectivamente. En estas dos alternativas se incluyen las personas 
que montan su propio negocio y se clasifican de acuerdo a la actividad que manifiestan 
desempeñar, ya que por esta actividad reciben un ingreso laboral.  Por otro lado, existe la 
posibilidad de no trabajar, en cuyo caso el individuo no deriva ningún beneficio asociado al 
ingreso laboral. Es decir, W es igual a cero si se escoge la alternativa de no trabajo. 






              contrario   lo   de   0
m ocupación    escoge   si   1
m I  
La ecuación de salarios en cada actividad, agrícola u otra urbana es de tipo Mincer, tiene 
en cuenta la experiencia potencial (Xm) específica a cada ocupación
24, los años de educación (g), 
otras características del individuo como género (S) y toma una forma exponencial. El 
componente de capacitación que ofrecen los programas de generación de ingresos se incluye 
como un beneficio en la ecuación de salarios dado por  4 α . Se asume que la capacitación 
incrementa el potencial salarial del beneficiario y que proporciona el mismo beneficio en 
cualquiera de las dos ocupaciones del modelo, ya que el enfoque empresarial se aplica de igual 
manera para los dos sectores. Independiente de la escogencia del tipo de programa, capacitación 
laboral o microcrédito, el individuo siempre recibirá entrenamiento por parte de la entidad 
competente. P es una variable dicótoma que determina si el individuo participa o no en los 
programas que se le ofrecen. Si el individuo logra vincularse a la misma actividad que realizaba 
en el municipio de origen, recibe un beneficio en su salario medido por  6 α .  
() (3)       exp 6 5 4
2
3 2 1 m m m m m m m m m m M S P X X g e w ε α α α α α α + + + + + + + =  
em es el término constante de la ecuación de salarios y εm es un término estocástico específico a la 
alternativa de trabajo que el individuo escoja. 
 
El individuo i debe entonces maximizar su función de utilidad que depende del consumo 
(C),  de la decisión de trabajar (T) y de la decisión de participar en los programas de ayuda (P). 
El consumo máximo del individuo se determina con la restricción de presupuesto que se 
                                                 
24 Para estimar la experiencia potencial de cada individuo se asume que durante su vida no cambia de actividad 
laboral. A la edad de cada uno se resta los años de educación y se hace el supuesto que los individuos empiezan su 
actividad laboral a los cinco años.  19 
 
describió en párrafos anteriores (ecuaciones (1), (2) y (3)). Se asume una función de utilidad 
creciente en el nivel de ingreso del individuo, pero con rendimientos decrecientes. Si un 
individuo decide trabajar, incurre en un costo que está medido por el parámetro η y que 
representa una desutilidad.  
 
Por otro lado, la decisión de participar en los programas de generación de ingresos 
impone un costo en la utilidad del individuo (ψ), ya sea por el estigma que se genera a nivel 
social, porque los trámites son dispendiosos o por características particulares del individuo, como 
género, tamaño del hogar, entre otros. En particular, la participación en el programa implica que 
las personas dejan de realizar actividades productivas y percibir ingresos durante el periodo de 
capacitación, situación que puede intensificarse de acuerdo a las características del individuo.  
Por ejemplo, personas que con el proceso de migración asumieron la jefatura del hogar por la 
pérdida del cónyuge pueden percibir la participación en el programa más costosa ya que durante 
el tiempo de capacitación dejan de trabajar y no hay quien pueda generar simultáneamente 
ingresos para el hogar. Por lo tanto, el costo no es homogéneo para la población y varía de 
acuerdo a las características sociodemográficas del individuo y un componente aleatorio. Incluir 
este término permite explicar por qué algunos individuos deciden no participar en los programas, 
pese al beneficio monetario y de capacitación, y por qué individuos iguales toman decisiones 
diferentes en términos de participación.  
 
El problema del individuo i se puede resumir de la siguiente manera: 
()
() ( ) i i i Y i i
i i i i i i
T I P Y Y T C U onde
P B N W Y C a s T C U Max
η ψ β − − − =
× + + = =
2 , D








 trabajar no   decide   i   persona   la   Si    0
 trabajar decide   i   persona   la   Si        1
i T I  
pi X ε ψ ψ + =  
X: Es un vector de características sociodemográficas del individuo i   
εpi: Término aleatorio de participación en los programas 
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Para resolver el problema, el individuo debe escoger una combinación de alternativas que 
maximice su utilidad. Se asume que todos los individuos conocen y entienden las implicaciones 
de las políticas y de sus decisiones. Existen 6 posibles combinaciones entre la posibilidad de 
participar o no en los programas de generación de ingresos y el tipo de actividad que se realiza 
en el municipio de recepción (agrícola, otros o no trabaja), de las cuáles el individuo debe 
escoger una. Se excluyen las combinaciones (j)  que no son factibles, dada la naturaleza 
excluyente de las actividades que puede realizar el individuo.    
 
Cuadro 1. Combinaciones de alternativas factibles 
Combinación   Participa  Actividad Agrícola  Otra Actividad  No Trabaja 
1 Si  Si  0  0 
2 Si  0  Si  0 
3 Si  0  0  Si 
4 No  Si  0  0 
5 No  0  Si  0 
6 No  0  0  Si 
 
Una persona i escoge la combinación j si la utilidad de esa alternativa es mayor a la 
utilidad de cualquier otra alternativa, tal que:  
() () k j k U j U i i ≠ ∀ >  
Por lo tanto, la probabilidad que el individuo i escoja la alternativa j está determinada por 
la probabilidad que la utilidad de esa alternativa sea mayor a la utilidad de cualquier otra:  
( ) () () () k j k U j U d i i j ≠ ∀ > = = Pr 1 Pr  
Con estas probabilidades se construye la función logarítmica de verosimilitud del modelo 
y los estimadores se obtienen a partir de la maximización de dicha función numérica, de tal 
manera que se obtienen los parámetros que maximizan la función de utilidad de los individuos: 














i i i i ij X j d X w w X j d L θ θ ϕ θ θ  
En donde E es el conjunto de individuos que trabajan y U son los que no trabajan. dij  es 
un indicador igual a 1 si el individuo i escoge la alternativa j y cero de lo contrario.  θ es el 
vector de parámetros, que contiene los de la función de utilidad y los de las ecuaciones de 
salario. X es un vector de características individuales y φ es la función de densidad normal. 
( ) i X j , Pr
~ θ  es la probabilidad de escogencia de la alternativa j, condicional en las características 21 
 
del individuo y en los parámetros del modelo.  ( ) i i w X j , , Pr
~ θ  es la probabilidad de escogencia de 
la alternativa j, condicional en las características del individuo, en los parámetros del modelo y 
en el salario observado.  
 
Para estimar los parámetros del modelo se utiliza un método de simulación de máxima 
verosimilitud (SML) (Albright et. al.,1977; Lerman y Manski, 1981). Esto consiste en simular 
con un método de Montecarlo las probabilidades de escogencia de alternativas  ( ) i i w X j , , Pr
~ θ  y 
( ) i X j , Pr
~ θ , ya que por su estructura no tienen una solución analítica. Éstas se incorporan a la 
función de verosimilitud y después se realiza el proceso de maximización, por medio de un 
método de optimización.  
 
En este trabajo se utilizó el simulador de Kernel para aproximar las probabilidades de 
escogencia de cada alternativa, en donde se asume que a la utilidad de cada una se le suma un 
término de error valor extremo tipo I independiente e idénticamente distribuido multiplicado por 
un factor de suavización. Las probabilidades resultantes son un logit multinomial, condicional en 
los errores normales contenidos en la función de utilidad. El parámetro τ es la desviación 
estándar de los errores valor extremo tipo uno (Keane y Moffit, 1998). Se escogió este 
procedimiento, ya que las probabilidades simuladas son insesgadas en la medida en que τ tiende 
a cero y no se necesita conocer los límites de la región de integración que las generan. 
() () ()
() ()













ε θ  
La simulación de probabilidades y la estimación de los parámetros del modelo, se inicia 
con un vector de parámetros que se obtiene a partir de un análisis de los signos esperados de cada 
variable en la función de utilidad y la magnitud se determina con regresiones auxiliares. A partir 
de un proceso iterativo, se obtiene el vector θ que maximiza la función de verosimilitud y que 
incluye los parámetros de la función de utilidad, de las ecuaciones de salarios, la desutilidad de 
trabajar y los costos de participación en el programa. Con el vector de parámetros estimado se 
simulan las decisiones de individuos hipotéticos y se determina la escogencia de las 22 
 
combinaciones j. El porcentaje de escogencia de cada una de las combinaciones se compara con 
el porcentaje que se observa en los datos y se determina la calidad de ajuste del modelo
25.  
 
Con el modelo estimado se realizan experimentos de política contrafactual, a través de la 
simulación de personas ficticias, para determinar si se presentan cambios en la escogencia de 
alternativas y en el bienestar de la población desplazada. Por un lado, se estudiará el efecto de 
incrementar la transferencia monetaria (B) si se mantiene constante el resto de los parámetros del 
modelo. Por otro, se modificará el componente de capacitación que se mide a través del 




El estudio se basa en los datos de la Encuesta Detallada de Hogares Desplazados – 2004 
(EDHD-2004), que se aplicó a 2,322 hogares desplazados en 48 municipios y 21 departamentos 
del país. La muestra contiene información detallada sobre el proceso de migración de cada hogar, 
los ingresos y actividades laborales en los sitios de origen y de recepción, características 
sociodemográficas, deseo de retorno y participación y percepción sobre los programas 
gubernamentales y no gubernamentales de ayuda.  
 
La EDHD-2004 se construyó con base en la información del sistema RUT que maneja la 
Conferencia Episcopal, ya que ésta caracteriza a un número significativo de hogares desplazados 
y su cobertura geográfica es amplia. Para eliminar el sesgo de la información del RUT y poder 
evaluar el impacto de los programas de generación de ingresos, la muestra se dividió en dos 
grupos: un grupo de control que contiene 1,553 hogares desplazados no beneficiarios de 
programas de generación de ingresos y un grupo de tratamiento, en donde se encuestaron a 769 
hogares desplazados beneficiarios de los programas financiados por USAID. El primero se 
dividió a su vez en dos grupos, en donde se encuestó a un hogar desplazado no inscrito en el 
RUT por cada hogar RUT encuestado. De esta manera se obtuvo una muestra con 794 hogares 
inscritos en el sistema RUT y 759 hogares no inscritos en el RUT, representativa de la población 
desplazada en Colombia. El grupo de tratamiento es representativo de la población beneficiaria 
de los programas de generación de ingresos.   
                                                 
25 Ver Anexo 1 para una descripción detallada del algoritmo de estimación. 23 
 
 
El análisis se concentra en los jefes de hogar que tienen entre 18 y 65 años, ya que para 
ellos se observan las decisiones de participación en los programas de generación de ingresos y 
son las personas elegibles para éstos. En la EDHD-2004 se encuentran 2,322 jefes de hogar, el 
mismo número de hogares encuestados, pero la muestra efectiva se reduce a 1698 observaciones 
dadas las restricciones de edad para la participación en los programas.  
 
El desplazamiento forzado obliga a los hogares a tomar decisiones importantes en el 
momento en que arriban a su lugar de recepción. En particular, medidas concernientes a la 
participación en los programas de estabilización socioeconómica y el tipo de actividad laboral a 
la que se pretenden vincular en el municipio receptor son de interés para este trabajo. El 19.5 por 
ciento de esta población decide participar en al menos uno de los programas de generación de 
ingresos
26. Por otra parte, el 13.87 por ciento logran emplearse en actividades agrícolas en el 
lugar de asentamiento, 42.01 por ciento lo hace en “otras” actividades y el 17.41 por ciento no 
trabajaba en el momento en que se realizó la encuesta.  
 
Antes de proceder a estudiar en detalle las variables de interés es importante caracterizar 
el perfil laboral y ocupacional que enfrentaban estas personas en su lugar de origen, así como los 
cambios en estos frentes que se presentan como consecuencia del desplazamiento. El cuadro 1 
muestra que se presenta un cambio significativo en la ocupación laboral que desempeña una 
persona en el municipio de recepción en comparación con su ocupación en el lugar de origen. 
Por un lado, se observa un aumento en el porcentaje de mujeres que se incorpora a la fuerza 
laboral tras el desplazamiento y que se emplean, en su mayoría, en las actividades que se 
incluyen en la categoría de “otras”. Esto no sorprende ya que las mujeres que no trabajaban en el 
municipio de origen, se dedicaban a los oficios del hogar y esta experiencia les permite 
emplearse con mayor facilidad en el sector de servicios, comercio, entre otros. Por el contrario, 
el número de hombres que no trabajaban aumenta entre el lugar de origen y el de recepción. Esto 
puede indicar que las personas que realizaban actividades agrícolas antes del desplazamiento 
pueden enfrentar mayores dificultades al momento de vincularse al mercado de trabajo en el 
municipio receptor. La caída en el número de personas que realizaban actividades agrícolas es 
                                                 
26 Corte Constitucional Sentencia T-025 24 
 
muy fuerte para los hombres, cuyo porcentaje pasa de 75.5 a 23.7. Al igual que las mujeres, la 
mayoría se emplean en otras actividades.  
 
La tasas de desempleo para ambos grupos también aumenta de manera significativa, en el 
caso de los hombres se observa un incremento de 0.5 a 16.8 por ciento y para las mujeres de 2.3 
a 18.5 por ciento. Por último, el cuadro 2 muestra la tendencia de los salarios antes y después del 
desplazamiento. Se evidencia una caída promedio de 56 por ciento en los salarios, que es más 
intensa para las mujeres que para los hombres. Mientras las primeras experimentan reducciones 
de 75.2 por ciento en promedio, para los segundos se observa una caída de 33.5 por ciento. 
 
Cuadro 1. Perfil ocupacional antes y después del desplazamiento 
      Mujeres    Hombres   
      Agricultura  Otros  No trabaja  Desempleo Agricultura Otros  No trabaja  Desempleo
Antes   34,4% 24,4%  41,2%  2,3%  72,5%  20,1%  7,4%  0,5% 
Después   4,6% 63,0%  32,3% 18.5%  23,7%  64,8%  11,6% 16,8% 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004) 
 
 
Cuadro 2. Salarios antes y después del desplazamiento 
   Antes del desplazamiento  Después del desplazamiento 
 Hombres  Mujeres  Hombres  Mujeres 
Salario diario actividades agrícolas  8870.9  5132.0 1593.5  319.7 
(Pesos nominales de 2004)  (11542.4)  (25304.5)  (4298.0)  (1958.1) 
 [-7.95]  [-5.83]     
Salario diario otras actividades   4538.5 5604.6 7164.7  5186.5 
(Pesos nominales de 2004)  (17625.0) (24251.1) (10497.9)  (9273.0) 
  [4.91] [-1.02]     
Salario diario promedio  15482.8 18148.2 11595.0  10360.9 
 (Pesos nominales de 2004)  (19435.1) (41484.6) (10354.2)  (10608.7) 
  [3.39] [2.79] {778}  {355} 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004). Desviación estándar en paréntesis. Estadístico t para la hipótesis Ho: 
Salarioantes=Salariodespués en []. Número de observaciones cuyo salario es mayor que 0 en {}.  
 
 
La combinación de las variables de interés y la escogencia de alternativas presentadas en 
la sección de la estrategia econométrica por parte de la población encuestada, se muestra en el 
Cuadro 3. El 29.7 por ciento de los jefes de hogar decide no participar en los programas y trabaja 
en actividades que se consideran netamente urbanas como transporte, industria, comercio o 
servicios. El 24.7 por ciento acude a la ayuda del gobierno, mientras trabaja en actividades 
diferentes a las agrícolas. Las personas que desempeñan actividades en el sector agrícola y no 25 
 
participan en los programas del Gobierno son más frecuentes que aquellas que lo hacen en la 
misma actividad, pero son beneficiarios de los programas. Los jefes de hogar que no participan y 
que no trabajan constituyen el 41.1 por ciento de la submuestra de los no beneficiarios. En 
contraste, el porcentaje de jefes de hogar que participa y no trabaja es menor en la submuestra de 
beneficiarios (19.5%) y en la muestra total. 
 
Cuadro 3. Distribución por tipo de actividad y participación en los programas 
Opción   Participa  Agricultura Otros No  Trabaja Frecuencia  Porcentaje 
1 1  1  0  0  77  4.5% 
2 1  0  1  0  419  24.7% 
3 1  0  0  1  120  7,10% 
4 0  1  0  0  132  7,80% 
5 0  0  1  0  505  29,70% 
6 0  0  0  1  445  26,20% 
Total              1698  100.0% 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004) 
 
Una primera aproximación a los efectos que tienen los programas del Gobierno sobre el 
bienestar de la población desplazada, se puede hacer por medio del estudio de las tendencias del 
ingreso y del consumo
27. El desplazamiento forzado genera una pérdida sustancial en el bienestar 
de la población obligada a migrar (ver Cuadro 4). Mientras el consumo agregado por adulto 
equivalente disminuye de $1.7 millones en el municipio de origen a $1.3 millones en el 
municipio receptor, el ingreso cae de $2.0 millones a $732,172 respectivamente. No obstante, el 
efecto es aún más intenso para la población que no decide participar en los programas del 
Gobierno, ya que su caída en el ingreso es mayor que para la población beneficiaria. La 
diferencia de ingreso entre el municipio de origen y el receptor asciende a $877,727 para la 
población participante, mientras que para los no participantes es de $1.3 millones. Esto parece 
reflejar que los programas sí logran reducir el efecto negativo del desplazamiento. Sin embargo, 
no logra igualar los ingresos que tenía la población inicialmente.  
 
Cuadro 4. Bienestar de la población antes y después del desplazamiento (promedio) 
Variable Total  Beneficiarios  No  Beneficiarios 
Ingreso por adulto equivalente en el lugar de origen   1,995,048  1,920,548  1,928,321 
Ingreso por adulto equivalente en el lugar de recepción   732,172.4  1,042,821  578,548.6 
                                                 
27 El consumo agregado en el municipio de origen que se calcula a partir de la ENHD-2004 es una predicción, que 
se estima con base en los determinantes del consumo, ya que las preguntas retrospectivas para medir el consumo 
pueden tener un error de medición muy elevado por su difícil recordación.     26 
 
Consumo por adulto equivalente en el lugar de origen  1,690,909  1,795,005  1,639,364 
Consumo por adulto equivalente en el lugar de recepción  1,132,980 1,210,869 1,094,462 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004) e Ibáñez (2008) 
 
Los beneficiarios de los programas presentan un perfil ocupacional levemente distinto al 
de las personas que deciden no participar (Cuadro 5). Se observa que la participación activa en 
los programas de ayuda propicia un cambio de actividad laboral, entre ocupaciones agrícolas en 
el lugar de origen y otras actividades en el municipio receptor. Las personas que se 
desempeñaban en oficios incluidos en la categoría de “otros”, logran vincularse en mayor medida 
a este mismo tipo de actividades en el lugar de recepción si deciden ser partícipes de los 
programas. Por ejemplo, 75.8 por ciento de los beneficiarios que trabajaban en “otras” 
actividades en el municipio de origen lo hacen también en esa ocupación en el lugar de 
recepción. En contraste, los no beneficiarios muestran una mayor persistencia en actividades 
agrícolas si esa era su ocupación antes del desplazamiento. Por último, se evidencia que la 
participación en los programas disminuye el número de personas que no trabaja en recepción.  
 
Cuadro 5. Matriz de transición 
      Municipio Receptor    






















Agricultura             
Total 21.7%  51.4% 26.9%  100%
Beneficiarios 17.1%  66.4% 16.6%  100%
No Beneficiarios  23.9%  44.2% 31.9%  100%
Otros       
Total 4.0%  68.4% 27.5%  100%
Beneficiarios 5.1%  75.8% 19.1%  100%
No Beneficiarios  3.5%  64.2% 32.3%  100%
No Trabaja       
Total 4.2%  54.4% 41.4%  100%
Beneficiarios 6.3%  71.3% 22.4%  100%
No Beneficiarios  3.0%  45.2% 51.7%  100%
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004) 
 
Antes de estudiar con más detalle el impacto de los programas sobre los ingresos y 
actividades laborales, es importante caracterizar los hogares desplazados. En particular, interesa 
estudiar si existen algunas características particulares que determinen el deseo de participación 
en los programas de generación de ingresos y la ecuación de salarios del jefe de hogar. El Cuadro 
6 muestra que en comparación a los hogares que no participan en los programas, los hogares 27 
 
beneficiarios presentan un mayor porcentaje de jefatura masculina, los jefes de hogar han 
acumulado más años de educación y reciben transferencias de familiares más altas. Asimismo, 
los beneficiarios parecen tener una riqueza mayor en el lugar de origen ya que su tenencia de 
activos era mayor que para los no participantes. Es posible que los hogares beneficiarios se 
dedicaran en mayor medida a labores productivas y a explotar sus activos, de tal manera que 
pueden presentar un perfil más empresarial que el de los no beneficiarios (Ibáñez, 2008). Por 
último, la vinculación a redes sociales en el lugar de origen es más alta para los beneficiarios. 
 
Cuadro 6. Características hogares desplazados 
Variable Beneficiarios  No  Beneficiarios 
Características hogares desplazados    
Jefatura masculina  64.7%  61.0% 
Jefe del hogar muere o lo abandona  10.2%  6.4% 
Número de personas en el hogar  5.17  5.32 
Años de escolaridad jefe de hogar  5.78  5.70 
Hogar recibe transferencias 24.8%  20.8% 
Transferencias mensuales promedio (pesos corrientes de 2004)  65,363  43,472 
Condiciones económicas en el lugar de origen     
Valor de activos productivos (sin incluir tierra) (pesos corrientes de 2004)  $2.7 millones  $0.8 millones 
Valor de otros activos (pesos corrientes de 2004)  $2.8 millones  $0.2 millones 
Tenencia de tierras  59.2%  55.4% 
Número de animales en la tierra  38.3  29.9 
Participación en redes sociales  26.4%  32.6% 
Fuente: Ibáñez (2008) 
 
La duración del desplazamiento es otro factor que puede influir en la decisión de 
participación en los programas de generación de ingresos. Es posible que aquellos hogares que 
llevan un mayor tiempo en el lugar de recepción perciban el cambio de residencia como 
permanente y, por tanto, les interese involucrarse en actividades que les permitirían vincularse  
de manera definitiva a los mercados laborales del municipio de recepción. De ahí, que estén más 
interesados en recibir formación y ayuda monetaria para el emprendimiento empresarial. En 
efecto, el número promedio de días de duración del desplazamiento para un hogar beneficiario es 
1,487.7, mientras que para uno no beneficiario es 1,183.2. Sin embargo, la decisión de 
permanecer en el municipio de recepción puede estar influenciada por el éxito o fracaso del 
proyecto productivo que se desarrolle en caso de participación en los programas. Por lo tanto, 
para efectos de la estimación del modelo se debe tener en cuenta que esta variable puede 
presentar problemas de endogeneidad ya que es difícil establecer la causalidad. 
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Una característica importante de los hogares beneficiarios es que presentan un porcentaje 
de abandono o muerte del que era jefe del hogar en el lugar de origen mayor al de los no 
beneficiarios. Es posible que los hogares que hayan experimentado un desplazamiento 
traumático con una fragmentación importante del núcleo original deseen asentarse en el lugar de 
recepción y decidan participar activamente en los programas de generación de ingresos que se 
ofrecen. Asimismo, el sentirse más vulnerables por la pérdida del cónyuge puede ser una 
característica fundamental para buscar ayuda y para que las organizaciones que ofrecen los 
programas les den prioridad de participación.  
 
El análisis de las estadísticas permite identificar rasgos particulares del grupo de 
beneficiarios y no beneficiarios. En primer lugar, se observa que los jefes de hogar que deciden 
participar en los programas del gobierno presentan menores índices de no trabajo pero se dedican 
a actividades netamente urbanas, es decir, más personas cambian de actividad laboral frente a la 
que realizaban en el lugar de origen. En contraste, los no beneficiarios presentan una mayor 
persistencia entre las actividades que realizan en el municipio de origen y el receptor. Pese a que 
los beneficiarios cambian en mayor medida de actividad laboral, sus ingresos sufren un choque 
menos negativo que el de los no beneficiarios. Sin embargo, la capacidad productiva y el nivel de 
consumo no logran igualar los niveles observados antes del desplazamiento. 
 
El tiempo de asentamiento en el lugar de recepción, la percepción del desplazamiento 
como permanente, el menor emprendimiento empresarial y la vulnerabilidad de las mujeres 
cabeza de familia son factores que pueden influir en las decisiones de participación en los 
programas de generación de ingresos. Es posible que aquellas personas que en el lugar de origen 
tuviesen un mayor nivel de escolaridad, poseyeran un número más alto de activos productivos o 
participaran en redes sociales tengan un perfil más empresarial que se ajusta mejor a las 
condiciones, requisitos y oportunidades que ofrecen los programas de generación de ingresos. Se 
debería entonces observar que son estas las personas que derivan menores costos de 
participación y, por tanto, presentan unos mayores índices de participación




                                                 




Los resultados de la estimación del modelo estructural descrito en la sección cuatro, se 
presentan en el Cuadro 7. Se utilizaron diez errores aleatorios de la distribución respectiva por 
individuo para estimar las probabilidades de participación en cada una de las alternativas, ya que 
un número mayor implicaría una carga computacional a la que no se tiene acceso
29. Es posible 
que esto disminuya la precisión de los estimadores, dado que éstos son insesgados únicamente en 
la medida en que el número de errores aleatorios utilizados en la simulación tiende a infinito. Sin 




Los resultados indican que la tenencia de activos en el municipio de origen, el capital 
social, el tamaño del hogar, el género y la recomposición del hogar como consecuencia del 
desplazamiento, son factores que determinan el costo de participación en los programas de 
generación de ingresos. La utilidad de participación es mayor para los jefes de hogar que eran 
propietarios de tierras en el municipio de origen y que tenían un mayor número de animales, 
aunque la segunda variable no es significativa. Esto indica que las personas que presentan un 
perfil más empresarial, pueden aprovechar en mayor medida la capacitación y el enfoque de 
microempresario que se ofrece en los programas de generación de ingresos. Asimismo, pueden 
existir incentivos de participación ante la posibilidad de compensaciones por haber perdido 
terrenos durante el proceso de desplazamiento.  
 
Por otro lado, el estar involucrado en redes sociales en el municipio de recepción y el 
capital social del jefe de hogar disminuye de manera significativa el beneficio del programa, 
contrario a lo que se esperaba. Esto se puede deber a que los contactos en el lugar de 
asentamiento y la participación en organizaciones formales constituyen un apoyo en la búsqueda 
de trabajo. Por lo tanto, significa un costo de oportunidad capacitarse e iniciar un nuevo negocio 
cuando es posible vincularse de manera directa y a través de contactos al mercado laboral.  
                                                 
29 La estimación del modelo tomaba entre 18 y 25 horas. 
30 Con el simulador de Kernel se define un modelo aproximado que tiende al original, sólo si el parámetro de 
suavización τ tiende a cero. Sin embargo, τ no puede ser 0 porque se obtendría una función escalonada de las 
probabilidades de escogencia, razón por la que la función de verosimilitud no se podría maximizar. En este caso, 
0.78 es cercano a cero por lo que se tiene una buena aproximación al modelo original y es el menor número con el 
cual no se obtiene un error. 30 
 
La utilidad derivada de la participación en programas se reduce a medida que el tamaño 
del hogar aumenta. Es posible que la participación en los programas de estabilización no sea 
necesaria, ya que el hogar cuenta con más miembros que participen en la fuerza laboral y que 
generen ingresos a través de fuentes alternas. Esto es un indicio que el costo de oportunidad de 
capacitarse y dejar de generar ingresos es muy alto para estas personas, ya que no cuentan con un 
miembro en el hogar que asuma la carga monetaria mientras el jefe participa en el programa. 
 
Los hombres, como se esperaba, derivan una menor utilidad de la participación en el 
programa de estabilización, que se puede deber al costo de oportunidad que implica capacitarse y 
dejar de buscar una vinculación laboral a través de fuentes alternas como amigos, redes, 
convocatorias, entre otros. Es posible también, que el estigma de participación sea mayor para 
los hombres que para las mujeres. Las segundas, en muchos casos, están más dispuestas a 
realizar cualquier tipo de actividad o vincularse a un programa, si eso garantiza la subsistencia de 
su hogar. La brecha salarial entre hombres y mujeres es alta, por lo tanto a ellos les conviene más 
encontrar un trabajo sin necesidad de capacitarse. Esto es especialmente cierto en actividades 
agrícolas en donde el diferencial salarial es significativo, de alrededor de 23 por ciento. Un 
hombre que tiene la oportunidad de realizar trabajos agropecuarios en el municipio de recepción, 
encontrará extremadamente costoso capacitarse e iniciar negocios en labores netamente urbanas. 
A pesar de no ser significativa, la brecha salarial también es positiva a favor de los hombres en 
las otras actividades. Por otro lado, las mujeres deben encontrar más atractiva la capacitación en 
oficios tales como peluquería, artesanías, repostería, entre otras actividades netamente urbanas, 
ya que complementaría la experiencia en oficios del hogar que poseen y les permitiría 
contrarrestar el efecto negativo que enfrentan en los salarios por el hecho de ser mujer. 
 
La participación en los programas de generación de ingresos no sólo impone un costo 
para personas con ciertas características, sino que proporciona un beneficio salarial para aquellas 
que deciden vincularse a éstos. En particular, los resultados de la estimación indican que el 
efecto de participación sobre el salario es de 17.5 por ciento. En magnitud, el efecto es alto e 
importante para el bienestar de los beneficiarios si se compara con el retorno estimado de la 
educación (3.1% y 3.7% para urbano y rural respectivamente) o con lo que han estimado otros 
autores 4.9 por ciento para hombres y 7.0 para mujeres (Amador, 2008), 7.4 por ciento (Núnez y 31 
 
Sánchez, 2002). Sin embargo, esto no es suficiente para compensar la caída salarial que se 
presenta después del desplazamiento, para superar las precarias condiciones que enfrentan en el 
lugar de recepción o para igualar las que tenían en origen. En particular, el 93.5 por ciento de los 
beneficiarios se encuentran por debajo de la línea de pobreza y los ingresos laborales son 
menores a los del municipio de recepción.  
 
La estimación de la ecuación de salarios para cada una de las actividades establecidas en 
el modelo muestra que los retornos a la educación son significativos y se encuentran alrededor 
del tres por ciento. La experiencia también tiene un efecto positivo, aunque no significativo en 
los salarios de otras actividades. El mismo comportamiento se observa con el beneficio de 
mantenerse en la misma actividad después del desplazamiento, pese a que su magnitud no es 
muy grande. Para determinar el ajuste de cada una de las ecuaciones de salarios, se realizó una 
prueba de medias entre aquella observada en los datos y la predicha por el modelo. La hipótesis 
de igualdad no se puede rechazar al cinco por ciento de significancia para el caso de los salarios 
agrícolas, mientras que estadísticamente se puede decir que en otras actividades las medias son 
distintas. Es posible que la especificación de las ecuaciones sea distinta para cada sector y en el 
caso de otras actividades se deban incluir otras variables como la edad, pertenencia a una minoría 
étnica, entre otras, que no fueron contempladas en el ejercicio. 
 
 
Cuadro 7. Parámetros estimados del modelo estructural 






Años de educación  0,031  0,037  - 
  (0,018) *  (0,014) **   
Años de experiencia potencial  0,014  0,003  - 
 (0,002)  **  (0,125)   
Años de experiencia potencial cuadrado  0,000**  0,000  - 
 (0,000)  (0,012)   
Hombre 0,230  0,003  0,260 
  (0,139) *  (0,032)  (0,082) ** 
Misma actividad laboral en origen y en recepción 0,003 0,001  - 
(0,073) (0,068)   
Participación en el programa  0,175  0,175  - 
  (0,092) *  (0,092) *   
Constante 7,695  8,836  - 
  (1,450) **  (0,540) **   
Número de miembros en el hogar  -  -  0,119 32 
 
     (0,014)  ** 
Tenencia de tierra en el municipio de origen 
(variable dicótoma)  -  -  -0,130 
     (0,073)  * 
Número de animales  -  -  -0,000 
     (0.025) 
Participa en redes sociales  -  -  0,156 
     (0,085)  * 
Murió el que era jefe de hogar  -  -  0,1413 
     (0,127) 
Duración del desplazamiento (días)  -  -  0,001 
     (0,006) 
Desutilidad de trabajar  -2,349 -  - 
 (1,187)  **     
Parámetro de la función de utilidad  0,000 -  - 
   (0,010)       
 





Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004). Errores estándar en paréntesis
31 
** Significativo al 5%. *Significativo al 10% 
 
Además de la prueba de igualdad de medias de salarios se realizó una prueba de ajuste 
del modelo con el estadístico Pearson χ
2, que tiene en cuenta la sumatoria de la relación entre la 
diferencia cuadrática de la frecuencia observada de cada una de las categorías con aquella 
predicha por el modelo. El Cuadro 8 muestra la distribución por combinación que se observa en 
los datos y la que se obtienen a partir de los estimadores calculados y la simulación de 100,000 
individuos, al igual que el estadístico calculado. La hipótesis de igualdad entre la distribución 
observada y la predicha no se puede rechazar a un nivel de significancia del uno por ciento, 
razón por la que se puede decir que el ajuste del modelo es bueno. El modelo tiene una tendencia 
a sobreestimar las decisiones de no participación, sobretodo en la escogencia de trabajar en otras 
actividades y no trabajar. En contraste, se observa una subestimación de la alternativa de 




                                                 
31 Los errores estándar se calcularon con base en el estimador de la varianza de los parámetros de máxima 
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Cuadro 8. Predicciones del modelo 
  Combinación 
   1  2 3 4  5 6 
   P = 1, A = 1   P = 1, O = 1  P = 1, NT = 1  P = 0, A = 1  P = 0, O = 1   P = 0, NT = 1 
Actuales  4,53 24,68  7,07  7,77 29,74 26,21 
Predichos  1,01 25,75  1,50  3,61 36,32 31,81 
 
Pearson χ
2  12,05        
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004). P = Participación, A = Agricultura, O = Otros y NT = No trabaja. 
Nivel crítico con 5 g.d.l y 5% de significancia: 11.07 y Nivel crítico con 5 g.d.l y 1% de significancia: 15.09 
 
Experimentos de política 
 
El objetivo de esta sección es examinar el cambio que se produce en las decisiones de los 
individuos ante modificaciones no observadas en el programa analizado. Las variaciones se 
pueden hacer a través de diversos mecanismos, sin embargo, en este trabajo se considerarán sólo 
dos. Primero, la modificación se hará a través de un incremento en la transferencia directa de 
dinero que reciben los beneficiarios para el desarrollo de sus proyectos productivos (B). Se 
analizará si se presenta un cambio en las decisiones de participación laboral (y ocupación) y 
participación en el programa, así como el efecto sobre los salarios ante un aumento del monto 
recibido de 500 USD a 1000 USD. Segundo, se evaluará una variación en el componente de 
capacitación dejando constante el beneficio monetario del programa. La duración de la 
capacitación para cada beneficiario no se observa en los datos, por lo cual en el modelo el 
beneficio de capacitarse se mide a través de un incremento en el nivel de capital humano que a su 
vez aumenta los salarios (medido por el parámetro α4 en la ecuación de salarios). Por tanto, el 
experimento consiste en la modificación del parámetro α4, en donde se asume que duplicar el 
parámetro α4 implica doblar la capacitación que proporciona el programa
32. Posteriormente se 
intentará identificar el costo por hogar de cada uno de los experimentos, con el fin de evaluar 
cual es el más eficiente en términos de aumento en participación laboral, en programas, en 
salarios y en recursos monetarios. 
 
Los resultados de la simulación indican que al modificar los programas a través de 
cualquiera de los dos componentes, la participación aumentaría de manera significativa frente a 
                                                 
32 En cada experimento sólo se modifica B o α4 y se mantiene constante el valor de los demás parámetros en el valor 
estimado y reportado en la sección anterior. Por ejemplo, para el caso de un aumento en B se mantiene constante el 
componente de capacitación en el nivel actual y los demás parámetros en los valores estimados. La simulación de 
políticas opuestas produce resultados contrarios. 34 
 
la que se observa en la actualidad (cuadro 9). El porcentaje de personas que se vincularían pasa 
de 36.28 a 83.15 en la modificación a través de la transferencia y a 66.18 en el caso del programa 
que proporcionaría una capacitación más intensiva. El programa que ofrece una transferencia de 
dinero más alta sería entonces más atractivo que el que profundiza la capacitación, lo que refleja 
que el tiempo que se requeriría para culminar de manera exitosa el segundo implica un costo de 
oportunidad en el que algunos no estarían dispuestos a incurrir. La proporción de personas que 
decidiría participar y que se emplearía en actividades agrícolas es muy similar en ambos 
experimentos y en el programa actual. Por lo tanto, la gente que antes no se vinculaba y que con 
las modificaciones lo hace se emplearía en su mayoría en las “otras” actividades, situación que 
implicaría una transición importante hacia ese sector. El Cuadro 10 muestra que bajo ninguna de 
las dos políticas estudiadas se presentaría un movimiento de las personas que en el municipio de 
origen se empleaban en otras actividades o las que no lo hacían hacia el sector agricultura. Los 
que se emplearían en dicha actividad serían aquellos que se dedicaban a la agricultura en el 
municipio de origen. Lo anterior refleja la necesidad de desarrollar la infraestructura de los 
mercados en el lugar de recepción, tal que sean exitosos en absorber el flujo de personas que se 
presenta como consecuencia del desplazamiento.  
 
Por otro lado, el número de desplazados que escogería la combinación de participar y no 
trabajar difiere sustancialmente entre los programas propuestos. Un incremento en los recursos 
transferidos al beneficiario del programa garantizaría una participación más alta, pero con una 
frecuencia de no trabajo mayor a la que se observa con el programa actual y a la política de 
mayor capacitación. La frecuencia de no trabajo es muy baja para los beneficiarios del segundo 
programa propuesto. Del Cuadro 10 se observa que de los participantes cuya ocupación en el 
municipio de origen era agrícola, el porcentaje que decide no trabajar es 0.5. Asimismo, todas las 
personas que trabajaban en otras actividades logran emplearse en alguna ocupación en recepción. 
Por lo tanto, el componente de capacitación es fundamental para proveer herramientas que 
permitan la vinculación laboral, ya sea en actividades agrícolas o en las otras. A diferencia de lo 
que se observa con el programa actual, la mayoría de las personas que decidirían no participar en 
el programa escogerían la alternativa de no trabajo. Parece entonces, que aumentar las 
transferencias de dinero sin modificar la capacitación desincentiva la participación laboral.  
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Cuadro 9. Escogencia combinaciones en los programas modificados 
   Combinación 
Modificación al 
programa  
1 2  3 4 5  6 
P = 1, A = 1   P = 1, O = 1  P = 1, NT = 1  P = 0, A = 1  P = 0, O = 1   P = 0, NT = 1 
Actual  4,53 24,68  7,07  7,77 29,74 26,21 
Doble 
transferencia 
4,48 68,06 10,61 0,77  5,24  10,84 
Doble 
capacitación  3,89 61,87  0,41  1,24 11,49 21,10 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004). P = Participación, A = Agricultura, O = Otros y NT = No trabaja 
 
Cuadro 10. Matrices de transición entre actividades laborales  
Experimento Transferencias                               Experimento Capacitación 
 
Municipio de Recepción 
 
Municipio de Recepción 
Agricultura Otros 
No 














































Agricultura          
Total  8.4% 66.6%  25.0%  Total  8.0% 66.8%  25.2% 
Beneficiario  8.8% 76.8%  14.4%  Beneficiario  10.8% 65.1%  0.5% 
No 
Beneficiario  7.0% 28.0%  65.0%  No 
Beneficiario  4.8% 33.4%  61.8% 
Otros       Otros      
Total  0.0% 87.7%  12.3%  Total  0.0% 88.4%  11.6% 
Beneficiario  0.0% 93.5%  6.5%  Beneficiario  0.0% 100.0%  0.0% 
No 
Beneficiario  0.0% 40.9%  59.1%  No 
Beneficiario  0.0% 43.2%  56.8% 
No Trabaja       No Trabaja      
Total  0.0% 78.6%  21.4%  Total  0.0% 80.1%  19.9% 
Beneficiario  0.0% 83.4%  16.6%  Beneficiario  0.0% 99.6%  0.4% 
No 
Beneficiario  0.0% 40.5%  59.5%  No 
Beneficiario  0.0% 33.0%  67.0% 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004) 
 
Pese a que una política en que se transfieran más recursos monetarios a los beneficiarios 
es más atractiva para la población desplazada, el efecto sobre el ingreso y en particular sobre el 
salario no sería el esperado. El promedio del salario de una persona bajo un programa que ofrece 
el doble de transferencias monetarias sería un seis por ciento inferior al que obtiene una persona 
bajo la política actual y un 15.1 por ciento más bajo si se compara con los predichos por el 
programa en que se profundiza el componente de capacitación. Es posible que los individuos que 
se vinculan al mercado laboral con un bajo nivel de capital humano y sin tener una capacitación 
intensiva, se ocupen en trabajos no calificados cuyos salarios son bajos. Ante la necesidad de 
supervivencia pueden ofrecer su trabajo a un menor precio, incluso por debajo de las condiciones 
laborales del municipio de recepción. Asimismo, las mayores transferencias parecerían 36 
 
desincentivar la participación laboral razón por la cual el salario esperado caería y se explicaría 
la presión hacia abajo  que  se  observa  en  la simulación. En contraste, una política que 
proporcione mayor importancia al aprendizaje de oficios y capacidades empresariales significaría 
un aumento de 8.6 por ciento en los salarios frente al programa actual. Bajo este escenario, es 
factible que el mayor capital humano acumulado les permita vincularse a trabajos más 
calificados con retornos salariales más altos. Sin embargo, esta ganancia no sería suficiente para 
compensar la caída en los salarios que se presenta después del desplazamiento, ni para alcanzar 
los $16,815.5 diarios que se ganaban en promedio en origen (cuadro 11).   
 
Cuadro 11. Efecto de las modificaciones sobre los salarios 
      Simulaciones de Política Contrafactual 
   Actual   Doble transferencia Doble  capacitación 
Salario      
Promedio $11.208,3  $10.576,6  $12.172,3 
Beneficiarios $12.228,4  $10.727,7  $12.879,9 
No Beneficiarios  $10.414,1  $8.807,04  $7.156,2 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004). 
 
El efecto de las políticas propuestas también se puede medir a través de la utilidad del 
individuo que se presenta en el modelo estimado, ya que ésta es una medida directa del bienestar 
de la población. En particular, la utilidad sería mayor bajo el enfoque de un aumento de 
transferencias que para el de una capacitación más intensa. No obstante, el mayor beneficio de la 
segunda política se da a través de la acumulación de capital humano que se obtiene con la 
capacitación y el efecto permanente que esto tiene sobre la ecuación de salarios de cada 
actividad. Con el programa actual y las modificaciones realizadas se observa que en promedio 
las mujeres derivan una mayor utilidad general que los hombres, lo mismo ocurre para las 
personas que en el municipio de origen tenían tierras y en el de recepción hacen parte de 
organizaciones sociales. Ello refleja que las mujeres, personas con un perfil más empresarial y 
mayores niveles de capital social, derivarían una utilidad más alta en el municipio de recepción 
(Cuadro 12). Parece como si estas personas se adaptaran con mayor facilidad a las condiciones 






Cuadro 12. Efecto de las modificaciones sobre la utilidad 
      Simulaciones de Política Contrafactual 
   Actual   Doble transferencia Doble  capacitación 
Promedio 0,05  1,16  0,97 
Género      
Mujeres 0,07  1,19  0,99 
Hombres 0,04  1,14  0,96 
Actividad en origen      
Agricultura origen  0,06  1,18  1,00 
Otro origen  0,05  1,13  0,95 
No Trabaja origen   0,03  1,11  0,92 
Tenencia en origen      
Tenencia 0,05  1,18  0,99 
No Tenencia  0,06  1,14  0,95 
 
Capital social recepción      
Participa en redes  0,03  1,20  1,02 
No participa  0,06  1,15  0,95 




Por último, se observa en el cuadro 13 que los individuos que con el programa actual no 
participan y lo harían tras las modificaciones son las menos vulnerables dentro de la población 
de desplazados. Por un lado, aquellos con mayores niveles de educación, mujeres, jefes que no 
perdieron a su cónyuge como consecuencia del desplazamiento y que hacen parte de hogares 
relativamente pequeños se vincularían en mayor medida, sobre todo en la política que fortalece 
la capacitación. De igual manera, los nuevos beneficiarios no serían los de mayor participación 
en redes sociales. Es posible que personas sin contactos o redes de vinculación al mercado 
laboral, encuentren más efectivo hacerlo a través de la ayuda que se les ofrece. Por otro lado, el 
programa sería más atractivo para las personas que en origen realizaban “otras” actividades o que 
no trabajaban, especialmente en el segundo experimento. La capacitación, por tanto, es un 
componente más atractivo para las personas cuya ocupación no era agrícola antes del 
desplazamiento, ya que les permitiría asentarse en el municipio al que arriban.   
 
En el Cuadro 14 se presenta una comparación entre las personas que se emplearían y las 
que no, ante la decisión de participación en el programa cuya transferencia monetaria es mayor. 
Se evidencia que los individuos que no trabajarían presentan en promedio un nivel de educación 
menor al de la población desplazada en general, se dedicaban a labores agrícolas en el municipio 
                                                 
33 Las utilidades calculadas están medidas en utiles. Lo importante en este caso no es nivel sino la comparación entre 
utilidades. 38 
 
de recepción, serían mujeres, presentarían baja participación en redes sociales y en promedio 
mayores en edad. Esto sustenta la idea que la población más vulnerable no es la que accede a los 
programas de ayuda y que, en caso de hacerlo, optan por la opción de no trabajo, situación que 
intensifica sus condiciones de extrema pobreza. 
 
Cuadro 13. Características de las personas por combinación de participación 
   Doble Transferencia  Doble Capacitación 
Variable  NP-NP NP-P  P-P  P-NP NP-NP NP-P  P-P  P-NP 
Porcentaje de personas  10.96%  52.74%  30.47%  5.83%  20.98% 42.72%  22.92%  13.38% 
Educación 5.17  5.72  5.87 5.24 5.13 5.87 6.07 5.25 
Tamaño  Hogar  6.96 4.77 4.83 7.00 6.21 4.62  4.57  6.22 
Tenencia  56.45% 56.54% 59.57% 60.61% 57.02% 56.28%  58.61%  61.67% 
Hombres  75.81% 55.53% 59.57% 84.85% 68.26% 54.48%  57.07%  74.89% 
Agricultura  origen  70.43% 53.97% 51.84% 69.70% 68.82% 50.90%  47.30%  67.40% 
Otro  origen  13.44% 24.92% 25.15% 19.19% 12.08% 28.28%  28.53%  16.74% 
No trabaja origen  15.05%  20.34%  21.86%  9.09%  18.26% 20.00%  23.14%  14.10% 
Participa  en  redes  40.32% 22.57% 23.60% 33.33% 30.62% 23.17%  22.62%  29.52% 
Murió jefe  6.99%  7.93%  10.06%  12.12%  7.87%  7.72%  10.80%  9.69% 
Duración desplazamiento  1451.47  1195.26 1492.17 1780.14 1373.60 1173.42  1479.25  1639.90 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004). P = Participa y NP = No Participa. 
Cada columna representa una combinación de participación o no participación en el programa actual y en el experimento. Por 
ejemplo, NP-NP significa que una persona no participa en el actual y tampoco lo hace en el experimento. 
 
 
Cuadro 14. Características individuales bajo el escenario del experimento de transferencias  
Variable  Participa y trabaja  Participa y no trabaja 
Años de escolaridad jefe  5.86  5.25 
Personas por hogar  4.82  4.59 
Edad 40.0  42.7 
Tenencia de tierras en origen  56.71%  63.93% 
Hombres 58.01%  50.27% 
Participa en redes sociales (recepción)  23.60%  18.58% 
Murió el que era jefe de hogar  8.71%  8.74% 
Agricultura origen  52.32%  59.02% 
Otro origen   26.85%  12.57% 
No trabaja origen   20.02%  26.78% 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD (2004) 
 
Por último, se estimó el costo por hogar de cada política estudiada con base en la 
información del Conpes 3400 de 2005
34. El cuadro 15, muestra que un programa enfocado en la 
profundización de las transferencias en dinero implicaría un costo equivalente a 24 por ciento de 
los recursos presupuestados para la población desplazada en el periodo 2006-2010 y 0.29 como 
porcentaje del PIB. En contraste, intensificar el componente de capacitación implicaría una 
                                                 
34 Se asumió que doblar el componente de capacitación implica duplicar  los costos presupuestados por el gobierno 
en el rubro de capacitación laboral, ajustado por el número de desplazados registrados en 2008.  39 
 
inversión de $218,023 millones de pesos, cifra que representa a 5.3 por ciento de los recursos 
destinados para 2006-2010 y 0.06 como porcentaje del PIB. Estas cifras son altas, si se considera 
que el componente de capacitación laboral equivale al 1.89 por ciento de los costos asociados a 
la totalidad de la fase de estabilización socioeconómica. Al calcular la efectividad salarial de 
cada peso invertido, se obtiene que por cada millón que gaste el gobierno los salarios 
aumentarían en promedio $0.0005 pesos para un programa con doble transferencia y $0.02 pesos 
en el caso de mayor capacitación. 
 
Cuadro 15. Costos por política  
   Actual  Simulaciones de Política Contrafactual 
   Capacitación  Transferencia  Doble Capacitación Doble  Transferencia 
Por Hogar  221,987.0 1,000,000.0  443,974.0  2,000,000.0 
Total   84,011,864,303.4 378,454,000,000.0 218,022,936,581.1  982,142,857,142.9 
Fuente: Conpes 3400 de 2005 y cálculos de la autora. Los costos están en pesos de 2005. 
 
 
Conclusiones y recomendaciones de política 
 
El desplazamiento forzoso impone unos costos muy altos para la población obligada a 
abandonar su lugar de residencia, razón por la cual diferentes entidades han desarrollado 
programas enfocados en la estabilización socioeconómica y el asentamiento en el municipio 
receptor. Pese al esfuerzo que se ha realizado para asistir a la población en condición de 
desplazamiento, se observa que aún existen muchas personas que no tienen acceso o que, por el 
contrario, deciden no participar. Los resultados de este trabajo permiten identificar algunos 
factores que influyen en la decisión de vinculación a los programas de generación de ingresos y 
al mercado laboral, de tal manera que se pueden establecer algunos lineamientos para el 
desarrollo de una política que aumente en mayor medida el bienestar de la población desplazada. 
 
  La existencia de un diferencial salarial entre los beneficiarios y los no participantes 
permite concluir que la asistencia y el apoyo del Estado es fundamental para que las personas 
logren mitigar los efectos negativos de la migración. En magnitud, la brecha de salarios es 
importante y significa un resultado positivo en términos de efectividad de política. Sin embargo, 
se observan algunas falencias en el diseño de ésta. Primero, en la actualidad no se garantiza el 
acceso de gran parte de la población desplazada y mucho menos del grupo de personas más 
vulnerable dentro de ésta.  Segundo, el beneficio recibido no es suficiente para compensar la 40 
 
caída en ingresos laborales que enfrentan las víctimas y para que éstos retornen a los niveles que 
se observaban antes de la migración. Por lo tanto, existe la necesidad de replantear la estrategia 
de ayuda que se brinda a través de los programas de generación de ingresos. 
 
Las debilidades identificadas se podrían abordar a través de la profundización en el 
componente de capacitación laboral que ofrecen los programas. Las simulaciones de políticas 
contrafactuales muestran que esta estrategia sería la más efectiva en términos del aumento en la 
participación de los programas, de los salarios y del monto de recursos que tendría que destinar 
el Estado para el desarrollo de ésta. Asimismo, se lograría una reducción hacia la dependencia 
del Estado ya que los entrenamientos afectarían de manera permanente y positiva los salarios de 
los beneficiarios por la profundización en el capital humano que implican. En consecuencia, la 
política sería efectiva para garantizar la reducción del número actual de desplazados, bajo los 
lineamientos y la definición que establece la ley colombiana.  
 
Pese a la conveniencia de la política propuesta, se debe ser precavido en su aplicación y 
desarrollo. Por un lado, se lograría una participación del cien por ciento sólo en la medida en que 
los recursos presupuestados aproximadamente se cuadruplicaran. Es posible que políticamente 
esto no sea viable, por lo tanto, es necesario tener en cuenta que las personas que se vincularían 
al programa serían los jefes de hogar menos vulnerables. Se debe entonces pensar en el 
desarrollo de políticas enfocadas en aquellas personas que no accederían al programa como se 
encuentra en la actualidad. Por ejemplo, para los individuos de mayor edad y para los hogares 
con muchos miembros una posibilidad sería la profundización de programas de retorno o 
reubicación en contextos similares a los de origen, ya que esto podría ser menos costoso para el 
Estado y más efectivo para que esta población recobrara su capacidad productiva. Asimismo, se 
les debe proporcionar algún tipo de asistencia a los que no acceden y fomentar la participación, 
ya que el no hacerlo exacerbaría las precarias condiciones que enfrentan en el municipio de 
recepción.  
 
Por otro lado, el desarrollo de una política con una capacitación más intensa implica una 
transición ocupacional hacia el sector de “otras” actividades. Por lo tanto, en la medida que se 
entrenen personas y se pretendan vincular a los mercados laborales en el municipio de recepción, 41 
 
se debe también adecuar la infraestructura de éstos para que puedan absorber los flujos de 
trabajadores que reciben como consecuencia del desplazamiento. En caso de no hacerlo, se 
pueden deteriorar las condiciones laborales para la población desplazada y para los residentes 
habituales de los municipios receptores (Calderón e Ibáñez, 2008). En consecuencia, los recursos 
no se estarían distribuyendo de manera efectiva y la capacitación proporcionada sería en vano. 
 
Por último, en este trabajo se presentan unos lineamientos que pueden contribuir al 
diseño de programas que sean más efectivos para que la población en condición de 
desplazamiento deje de serlo. Sin embargo, la estimación de este modelo estructural es una 
primera aproximación que presenta algunas limitaciones, pero que se puede sofisticar en futuros 
estudios. Por ejemplo, con los datos que se cuenta, no se puede determinar si el efecto salarial del 
programa perdura en el tiempo y si en el largo plazo, los costos de participación en los que 
incurren las personas serán menores que los beneficios. Por otro lado, la capacidad 
computacional a la que se tiene acceso no permite realizar pruebas de sensibilidad de los 
resultados al número de errores aleatorios que se obtiene por individuo a partir de la distribución 
respectiva para el cálculo de las probabilidades de escogencia. Por último, el supuesto de 
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Anexo I. Algoritmo de estimación 
 
El ejercicio de estimación consistió en la maximización de la función de verosimilitud dada por:  
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En donde las probabilidades de escogencia para cada alternativa eran: 
() () ()
() ()
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El proceso iterativo inició con la simulación de las probabilidades de escogencia de cada 
alternativa, en un valor inicial del vector de parámetros del modelo θ. Asimismo, se escogió a 
discreción un valor para el parámetro τ que fuera muy cercano a 0 pero que no generara una 
función de probabilidad escalonada. Si se obtenían probabilidades de 0 no era posible realizar la 
maximización de la función de verosimilitud y se escogía un τ más grande.  
 
El cálculo de cada probabilidad requería: 
1.  Obtener diez errores aleatorios por individuo de la distribución respectiva. 
2.  Calcular las utilidades de cada alternativa por individuo y por cada error aleatorio, para 
luego obtener las probabilidades correspondientes. 
3.  Calcular la media de las diez probabilidades estimadas para cada uno de los individuos. 
 
Las probabilidades estimadas se introducían en la función de verosimilitud para su 
maximización. Con los estimadores obtenidos del vector θ  se predecía la escogencia de 
alternativas por individuos simulados y se comparaban con la distribución que se observaba en 
los datos. Por ejemplo, se comparaba el porcentaje de individuos que con el modelo escogían la 
combinación 1 (trabajar en actividades agrícolas y participar en el programa) y las que 45 
 
efectivamente escogían esa alternativa en los datos. Si las predicciones eran muy distintas a lo 
observado, se actualizaban los parámetros iniciales y se corría nuevamente la maximización. 
Cada maximización tomaba alrededor de 25 horas, razón por la que no se escogió realizar el 
proceso con un mayor número de errores aleatorios.   
 
Anexo II. Estadísticas descriptivas de las variables de interés 
   Total Beneficiarios  No  Beneficiarios 





Edad  promedio  40.5  11.0  40.4 10.6 40.6 11.2 
Años de Escolaridad jefe de hogar  5.7  2.1  5.8  2.09  5.7  0.12 
Salario diario promedio origen/pesos corrientes 2004  16,312.3 28,120.8 16,717.2  19,289.8 18,832.8 62,897.2
Salario diario promedio recepción/pesos corrientes 
2004 11,208.3 10,445.6  12,228.4 11,077.9 10,414.1 13,912.9
Experiencia Potencial Agricultura/Años  20.7  20.2  20.3  20  20.9  20.3 
Experiencia  Potencial  Otros/Años  10.2 16.1 11.1  16.2 9.6 15.9 
Transferencias Mensuales/pesos corrientes de  2004  43,472  14,611  65,363 300,595 43,472  14,611 
Número de personas en el hogar  5.2  2.1  5.2  2.07  5.3  0.11 
Duración del desplazamiento/días 1348.9  1030.7 1487.7 997.9 1183.2 1034.5 
Hombre  60.7%  -  64.7% - 61.0% - 
Tenencia de tierra en origen  57.7%  -  59.2%  -  55.4%  - 
Participa en redes sociales en recepción  25.5%  -  25.5%  -  26.7%  - 
Jefe de hogar murió  8.7%  -  10.2%  -  6.4%  - 
Fuente: Cálculos de la autora con base en ENHD 
(2004) 
 
  
 
 
 
 
 